
                                                                             
 

 
 

 

 
 
 

5 de agosto de 2014 
 
Ref.: Caso No. 12.788 

Miembros de la Aldea de Chichupac y Comunidades Vecinas del Municipio de Rabinal  
Guatemala  

 
Señor Secretario: 
 
 Tengo el agrado de dirigirme a usted en nombre de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos con el 
objeto de someter a la jurisdicción de la Honorable Corte Interamericana de Derechos Humanos, el caso 12.788 – 
Miembros de la Aldea de Chichupac y Comunidades Vecinas del Municipio de Rabinal respecto de la República de 
Guatemala (en adelante “el Estado”, “el Estado guatemalteco” o “Guatemala”).  
 

El presente caso se relaciona con una serie de masacres, ejecuciones extrajudiciales, torturas, desapariciones 
forzadas y violaciones sexuales en contra de los Miembros de la Aldea de Chichupac y Comunidades Vecinas del 
Municipio de Rabinal, en el marco de los operativos por parte del Ejército y colaboradores durante el conflicto armado 
interno en Guatemala. Así, el 8 de enero de 1982 fueron torturadas y masacradas 32 personas. Entre 1981 y 1986 
fueron torturadas y ejecutadas extrajudicialmente 39 personas en el marco de una multiplicidad de operativos. Todas 
estas personas tenían calidad de civiles y se encontraban en estado de indefensión al momento de su detención, 
tortura y ejecución. Por otra parte, ocho personas fueron desaparecidas entre el 24 de agosto de 1981, el 8, 18 y 31 de 
enero y el 12 de febrero de 1982 y el 13 de diciembre de 1984. Todas estas personas fueron vistas por última vez bajo 
custodia de agentes estatales y hasta la fecha no se conoce su paradero. Además, el 8 de enero de 1982 y el 22 de 
noviembre de 1982, dos mujeres fueron violadas sexualmente, y entre octubre de 1982 y junio de 1985, otra mujer 
fue víctima de múltiples violaciones sexuales. Esta última persona también fue víctima de trabajo forzado en la “aldea 
modelo Chichupac” bajo órdenes de miembros del Ejército Nacional. La Comisión también encontró que los 
sobrevivientes de la aldea de Chichupac y comunidades vecinas fueron víctima de desplazamiento forzado. De manera 
conexa con este cúmulo de violaciones, la Comisión encontró que en el caso se perpetraron violaciones del derecho a 
la honra y dignidad, a la libertad de conciencia y religión, a la libertad de asociación, a la propiedad y a los derechos 
políticos.  
 

Los hechos del presente caso forman parte de una estrategia estatal destinada a destruir a un grupo étnico a 
través de operativos militares, que significaron la masacre de miles de miembros del pueblo indígena maya, la huida 
de los sobrevivientes, la destrucción de sus economías de subsistencia y, finalmente, el sometimiento intencional de 
miles de indígenas mayas a condiciones de existencia que implicaban la dependencia de la estructura militar. En suma, 
la Comisión consideró que los hechos del caso constituyeron parte del genocidio contra el pueblo indígena maya en 
Guatemala. Pasadas más de tres décadas de ocurridos los hechos y más de dos décadas de la primera denuncia, los 
hechos se encuentran en la más absoluta impunidad.  
 
Señor 
Pablo Saavedra Alessandri, Secretario 
Corte Interamericana de Derechos Humanos 
Apartado 6906-1000 
San José, Costa Rica 
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El Estado ratificó la Convención Americana sobre Derechos Humanos el 25 de mayo de 1978 y aceptó la 
competencia contenciosa de la Corte el 9 de marzo de 1987.  

La Comisión ha designado al Comisionado James Cavallaro y al Secretario Ejecutivo, Emilio Álvarez Icaza L., 
como sus delegados. Asimismo, Elizabeth Abi-Mershed, Secretaria Ejecutiva Adjunta, Silvia Serrano Guzmán y Erick 
Acuña Pereda, abogada y abogado de la Secretaría Ejecutiva de la CIDH, actuarán como asesora y asesor  legales. 
 

De conformidad con el artículo 35 del Reglamento de la Corte Interamericana, la Comisión adjunta copia del 
informe 6/14 elaborado en observancia del artículo 50 de la Convención, así como copia de la totalidad del expediente 
ante la Comisión Interamericana (Apéndice I) y los anexos utilizados en la elaboración del informe 6/14 (Anexos).  

 
Al pronunciarse sobre el fondo del asunto, la Comisión Interamericana llegó a la conclusión de que el Estado 

de Guatemala es responsable internacionalmente por la violación de los derechos establecidos en los artículos 3, 4, 5, 
6, 7, 8, 11, 12, 16, 17, 19, 21, 22, 23, 24 y 25 de la Convención Americana, en relación con las obligaciones establecidas 
en el artículo 1.1 del mismo instrumento internacional; del artículo I de la Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada de Personas; y del artículo 7 de la Convención de Belém do Pará.   

 
Dicho informe de fondo fue notificado al Estado de Guatemala mediante comunicación de 5 de mayo de 2014, 

otorgándole un plazo de dos meses para informar sobre el cumplimiento de las recomendaciones.   
 
El Estado de Guatemala presentó un informe mediante el cual se refirió a las recomendaciones formuladas 

por la Comisión. El Estado indicó en términos generales la existencia del Programa Nacional de Resarcimiento y el 
funcionamiento del Instituto Nacional de Ciencias Forenses, sin precisar los mecanismos concretos implementados 
para reparar a las víctimas, sobrevivientes y familiares del presente caso, así como lograr la identificación de los 
restos mortales. Por otra parte, en lo relativo a las investigaciones, el Estado indicó que las mismas continuarían e 
invocó la Ley de Reconciliación Nacional, precisando que el Estado no puede desconocer el marco normativo interno. 
El Estado no solicitó una prórroga para cumplir con las recomendaciones. 
    

En consecuencia, la Comisión decidió someter el presente caso a la jurisdicción de la Corte Interamericana 
por la necesidad de obtención de justicia para las víctimas, sobrevivientes y familiares, ante la falta de cumplimiento 
de las recomendaciones.  

 
La Comisión Interamericana somete a la jurisdicción de la Corte las acciones y omisiones estatales ocurridas o 

que continuaron ocurriendo con posterioridad al 9 de marzo de 1987, fecha de aceptación de la competencia 
contenciosa de la Corte Interamericana por parte del Estado de Guatemala. Así, la Comisión destaca que las 
desapariciones forzadas continuaron y continúan teniendo lugar después de la referida fecha, las omisiones en la 
identificación de los restos mortales de las víctimas, el desplazamiento forzado y otras violaciones conexas, así como 
la falta de investigación diligente y efectiva y de reparación integral a las víctimas, familiares y sobrevivientes por la 
totalidad de los hechos del caso. Lo anterior, sin perjuicio de que el Estado de Guatemala acepte la competencia de la 
Corte para conocer la totalidad del presente caso, de conformidad con lo estipulado en el artículo 62.2 de la 
Convención Americana. 
 



                                                                             
 

 
 

 

 
 
 

 
Asimismo, la Comisión solicita a la Corte que establezca las siguientes medidas de reparación: 
 
1. Reparar adecuadamente en el ámbito individual y colectivo las violaciones de derechos humanos 
declaradas en el informe en el aspecto material, moral y cultural, incluyendo una justa compensación, 
el establecimiento y difusión de la verdad histórica de los hechos, la recuperación de la memoria de las 
víctimas fallecidas y desaparecidas, la implementación de un programa de atención psicosocial 
culturalmente adecuado a los sobrevivientes y familiares de las víctimas ejecutadas y desaparecidas. 
Las reparaciones de carácter colectivo deberán ser plenamente consensuadas con los sobrevivientes 
de la aldea Chichupac y comunidades vecinas con la finalidad de reestablecer su vida comunitaria 
como parte del pueblo indígena maya achi, y el particular vínculo con sus tierras. 
 
2. Establecer un mecanismo que permita en la mayor medida posible, la identificación completa de 
las víctimas ejecutadas en el presente caso y proveer lo necesario para dar continuidad a la 
identificación y devolución de los restos mortales de dichas víctimas. 
 
3. Establecer un mecanismo que permita la determinación de las personas desaparecidas en las 
masacres, así como respecto de las sobrevivientes de las mismas.  
 
4. Localizar y entregar a la familia los restos mortales de las víctimas desaparecidas.  
 
5. Establecer un mecanismo que facilite la identificación completa de los familiares de las víctimas 
ejecutadas y desaparecidas, de manera que puedan ser beneficiarios de las reparaciones. 
 
6. Llevar a cabo, concluir y reabrir, según corresponda, los procedimientos internos relacionados 
con las violaciones de derechos humanos declaradas en el informe y conducir las investigaciones de 
manera imparcial, efectiva y dentro de un plazo razonable con el objeto de esclarecer hechos en forma 
completa, identificar a los autores intelectuales y materiales e imponer las sanciones que 
correspondan.  
 
7. Fortalecer la capacidad del poder judicial de investigar de forma adecuada y eficiente los hechos y 
sancionar a los responsables incluso con los recursos materiales y técnicos necesarios para asegurar el 
correcto desarrollo de los procesos. 
 
8. Disponer las medidas administrativas, disciplinarias o penales correspondientes frente a las 
acciones u omisiones de los funcionarios estatales que han contribuido a la denegación de justicia e 
impunidad en la que se encuentran los hechos del caso o que participaron en medidas para 
obstaculizar los procesos destinados a identificar y sancionar a los responsables. 
 
9. Adoptar las medidas necesarias para evitar que en el futuro se produzcan hechos similares, 
conforme al deber de prevención y garantía de los derechos humanos reconocidos en la Convención 
Americana. En particular, implementar programas permanentes de derechos humanos y derecho 
internacional humanitario en las escuelas de formación de las Fuerzas Armadas. 
 
Además de la necesidad de obtención de justicia por la falta de cumplimiento de las recomendaciones del 

informe de fondo, la Comisión considera que el caso presenta cuestiones de orden público interamericano. 
Específicamente, aunque ya la Corte ha conocido varios casos de masacres cometidas durante el conflicto armado en 



                                                                             
 

 
 

 

 
 
 

Guatemala, el presente caso podría contribuir a desarrollar jurisprudencia sobre los mecanismos de reparación a nivel 
interno y su alcance en el marco de procesos que ya han sido sometidos y/o decididos por los órganos del sistema 
interamericano. Asimismo, dada la invocación que ha venido efectuando el Estado, el caso permitiría un 
pronunciamiento de la Corte sobre la Ley de Reconciliación Nacional, su inaplicabilidad para hechos como los del 
presente caso y la manera en que una interpretación de dicha norma en forma incompatible con la jurisprudencia 
interamericana permitirá consolidar la situación de impunidad estructural existente en Guatemala respecto de las 
graves violaciones de derechos humanos durante el conflicto armado.  
 

En virtud de que estas cuestiones afectan de manera relevante el orden público interamericano, de 
conformidad con el artículo 35.1 f) del Reglamento de la Corte Interamericana, la Comisión se permite ofrecer las 
siguientes declaraciones periciales: 
 

Perito/a cuyo nombre será informado a la brevedad, quien declarará sobre el alcance y elementos  de una 
reparación integral en un caso como el presente, en el cual las violaciones de derechos humanos tuvieron una especial 
gravedad y magnitud y, además, se desarticuló la cohesión social y cultural de toda una comunidad. El/la perito/a 
analizará bajo dichos parámetros, las reparaciones que ofrecen los sistemas nacionales y su alcance en casos que ya se 
encuentran bajo conocimiento del sistema interamericano. Asimismo, se pondrá especial énfasis en la situación de 
Guatemala. 

 
Perito/a cuyo nombre será informado a la brevedad, quien declarará sobre la situación estructural de 

impunidad en Guatemala por las violaciones de derechos humanos cometidas durante el conflicto armado interno. 
El/la perito/a analizará los factores que han contribuido a dicha situación en el pasado, así como el contexto 
emergente de invocación de la Ley de Reconciliación Nacional. Sobre este aspecto, el/la perito/a se referirá a los 
estándares internacionales sobre las leyes de amnistía, específicamente tras un conflicto armado interno, con especial 
énfasis en la Ley de Reconciliación Nacional frente a graves violaciones de derechos humanos, crímenes de lesa 
humanidad, genocidio y crímenes de guerra como los ocurridos en el presente caso.  

 
Los curriculum vitae de los/as peritos/as ofrecidos/as serán incluidos en los anexos al informe de fondo 6/14. 

La Comisión pone en conocimiento de la Corte los siguientes datos sobre quienes han actuado como peticionarios a lo 
largo del trámite:  

 
Wuilfredo Ivoy Morales 

María Dolores Iztep Manuel  
xxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxx 

 
Aprovecho la oportunidad para saludar a usted muy atentamente, 

 
                                                               Firmado en el original                                                       

 
Elizabeth Abi-Mershed 

           Secretaria Ejecutiva Adjunta 
 


